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Mensaje de la
Directora Ejecutiva de
WIP Colombia

Directora Ejecutiva WIP
Colombia

Paola Aldana

Presentar este nuevo boletín de Líneas
Jurisprudenciales con Enfoque de Género en
Derecho Laboral es, para WIP Colombia,
mucho más que compartir un compendio de
decisiones judiciales: es reafirmar una
convicción profunda, aquella relacionada
con que el derecho, cuando se interpreta con
mirada crítica, empática y consciente, tiene
la capacidad real de transformar vidas,
reparar desigualdades históricas y abrir
puertas que durante décadas estuvieron
cerradas para las mujeres en el mundo del
trabajo.
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En este propósito, el derecho laboral es un verdadero movilizador de estructuras sociales más
inclusivas, capaz de cuestionar prácticas arraigadas, redistribuir cargas históricamente
desiguales y contribuir a construir entornos laborales donde la igualdad sea un hecho y no una
aspiración. Cuando incorpora la perspectiva de género, se convierte en una herramienta
poderosa para cerrar brechas, prevenir violencias y habilitar oportunidades reales para las
mujeres.

Cada página de este boletín confirma que las Altas Cortes han avanzado hacia una justicia que
reconoce las experiencias diferenciadas de las mujeres, las violencias que aún persisten y las
barreras estructurales que condicionan su acceso, permanencia y desarrollo en el ámbito
laboral. A su vez, muestra una ruta de esperanza: una jurisprudencia que evoluciona, amplía
protecciones, flexibiliza estándares probatorios y exige diligencia reforzada a empleadores
públicos y privados.
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Este tercer boletín es también un testimonio del valor de la colaboración interdisciplinaria. La
construcción de este análisis fue posible gracias al trabajo articulado de tres firmas afiliadas a
WIP —López & Asociados, Chapman Wilches y BBGS Abogados— y al liderazgo impecable de
María Camila Cervera Osorio y Laura Amaya Cantor, quienes no solo guiaron con rigor jurídico
este ejercicio, sino que demostraron que cuando trabajamos de manera conjunta por un bien
común, el resultado es excepcional. A este trabajo se suma la diagramación de Ángela María
Jurado, quien logró traducir la complejidad del contenido en una pieza clara, accesible y
visualmente sólida.

Este avance solo es posible si seguimos construyéndolo juntas. WIP es una comunidad que se
construye con cada aporte de nuestras afiliadas, quienes, desde su experiencia, fortalecen este
espacio y hacen posible que iniciativas como este boletín sigan creciendo y generando impacto,
democratizando el conocimiento jurídico y poniéndolo al servicio de la igualdad sustantiva.

Gracias por leernos y por hacer de este contenido una herramienta para impulsar el aprendizaje,
la incidencia y la articulación para construir entornos laborales seguros, libres de violencias y
verdaderamente equitativos.

Un abrazo, 
Paola 
Directora Ejecutiva
WIP Colombia



Prólogo

Asesora de Clientes - Consultoría
López & Asociados

Natalia Martínez

En el mundo del trabajo es indispensable
reconocer que la experiencia femenina y
masculina no son iguales, y los derechos
laborales no operan de manera uniforme
para todos. En ese contexto, el enfoque de
género es indispensable: no basta con
perseguir una igualdad formal ante la ley,
sino que es imprescindible analizar y
entender los factores materiales y
simbólicos que condicionan aspectos
fundamentales de la vida laboral -como el
acceso al trabajo, las posibilidades de           . 
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promoción o permanencia laboral-, los cuales se presentan en condiciones diversas para
hombres y mujeres. Así, el empleo remunerado y las labores de cuidado, las licencias de
maternidad y paternidad, la lactancia, los permisos parentales, las estructuras contractuales, y
las prácticas organizacionales no son neutras: son espacios atravesados por las construcciones
culturales de género, así como por las raíces de las expectativas sobre quién hace qué (quién
cuida, quién soporta económicamente el hogar, y quién debe sacrificar tiempo por sus
responsabilidades familiares), así como sobre quién ocupa qué espacios (quién ocupa lo público
y quién debe desarrollarse esencialmente en lo privado).
 
Cuando abordamos el derecho laboral con enfoque de género abrimos un camino hacia la
identificación de esas barreras invisibles, que están en todas partes pero que sólo se revelan
cuando las reconocemos y pretendemos superarlas: condiciones de contratación
discriminatorias; licencias extensas para las mujeres que generan la ilusión de mayores
derechos para ellas, pero que en realidad perpetúan su rol de cuidadoras primarias, no
remuneradas e indiscutibles; licencias cortas para los hombres a las que subyace la noción de
que ellos pueden involucrarse menos en las responsabilidades familiares y de cuidado; entre
otras. La importancia de esa mirada es normativa, pero no se queda ahí, es más profunda, y nos
lleva a concluir que mientras las diferencias en los roles de hombres y mujeres se naturalicen
(especialmente en materia de responsabilidades de cuidado), esas diferencias continuarán
reproduciendo ciclos de desventaja para las mujeres, en diversos ámbitos. 
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El derecho del trabajo no puede seguir siendo un terreno neutral cuando, de hecho, está
profundamente permeado por esas estructuras históricas de género. Por eso es tan importante
enfrentar los retos del mundo del trabajo con enfoque de género, porque éste significa
reinterpretar los cánones, reconfigurar nuestras políticas institucionales, replantear las normas
y reforzar mecanismos judiciales con la profundidad analítica suficiente para identificar cuándo
una medida aparentemente neutral reproduce desigualdades estructurales. En ese ejercicio se
juega una parte esencial del avance hacia espacios más igualitarios, orientado hacia respetar la
formalidad jurídica y concretar la materialización efectiva de los derechos de mujeres y
hombres en el mundo del trabajo, y en últimas en la sociedad en general.



Sobre WIP Colombia
El Programa de mujeres en la profesión legal (Women in the Profession – WIP) creado por
ele Cyrus R. Vance Center en Nueva York que promueve el avance de las mujeres en el
ámbito legal, con énfasis en el liderazgo individual y el liderazgo dentro de la profesión. 
En el Capítulo de Colombia, trabajamos para que en la práctica legal se empodere a las
mujeres y se respete la equidad de género. Nuestro programa motiva a trabajar en temas
como ProBono, el desarrollo profesional de las mujeres, y una mayor inclusión en la
comunidad legal global. Para muchas participantes, WIP es su mejor oportunidad para
conectarse con una red de abogadas comprometidas, que están enfocadas en cambiar la
profesión en la que han obtenido éxito profesional.

Actualmente WIP cuenta con 20 capítulos: México, Argentina, República Dominicana,
Nicaragüa, Bolivia, Ecuador, Panamá, Brasil, El Salvador, Chile, Paraguay, Guatemala, Perú,
Colombia, Honduras, Uruguay, Costa Rica, Venezuela, Miami y Nigeria.

Ejes de Acción

Desarrollo

Queremos que las
abogadas puedan crecer
y desarrollarse personal
y profesionalmente y
para ello les ofrecemos
oportunidades de
desarrollo como
capacitaciones, charlas,
programas de mentorías
y sponsorship, entre
muchas otras.

Impacto

Nos esforzamos por
generar un verdadero
cambio en la sociedad y
en las vidas de nuestras
miembros. Sensibilizamos
sobre la equidad de
género, influimos en
políticas públicas y
celebramos los éxitos de
las abogadas de WIP.

Conexion

Creamos espacios de
networking donde las
abogadas pueden
compartir experiencias,
conocimientos y
oportunidades,
fortaleciendo así nuestra
comunidad legal y
promoviendo
colaboraciones
significativas.
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Fundadoras de WIP Colombia
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Ángela María
Jurado Echeverri7

Paola Aldana
Maecha

Sandy González

Comité Editorial

María Camila
Cervera Osorio

Edición y Diagramación

Laura Amaya
Cantor

Directora Ejecutiva



Protección Constitucional y
Laboral de Madres Gestantes
y Lactantes en Colombia:
Análisis Jurisprudencial
Reciente
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Corte Constitucional. Sentencia T-149 de fecha 03 de mayo de 2024. M.P. Paola Andrea
Meneses Mosquera.
Corte constitucional. Sentencia T-141 de fecha 05 de mayo de 2023. M.P. Cristina Pardo
Schlesinger.
Corte Constitucional. Sentencia T-456 de fecha 24 de octubre de 2024. M.P. Antonio José
Lizarazo Ocampo.
Corte Constitucional. Sentencia C-517 de fecha 05 de diciembre de 2024. M.P. Diana
Fajardo Rivera.
Corte Constitucional. Sentencia T-169 de fecha 12 de mayo de 2025. M.P. Paola Andrea
Meneses Mosquera.
Corte Constitucional. Sentencia C-071 de fecha 27 de febrero de 2025. M.P. Juan Carlos
Cortés González.

-Laura Amaya Cantor con colaboración de López & Asociados

Palabras clave: Estabilidad laboral reforzada, fuero de maternidad, licencia de maternidad,
período de lactancia, fuero de paternidad.

La Corte Constitucional[1] ha reconocido que la especial protección y asistencia a la madre
gestante o lactante es un principio constitucional fundado en el derecho a la igualdad y a la
no discriminación, así como en el reconocimiento de la mujer como gestora de la vida,
consagrado tanto en la Constitución Política (artículos 11, 13 y 43) como en diferentes
Tratados Internacionales[2]. 

A partir de este marco, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha sido enfática al señalar
que, a partir del anterior principio, se deriva la garantía de estabilidad laboral y ocupacional
reforzada de la mujer en estado de embarazo o en período de lactancia, la cual consiste en la
protección efectiva de la mujer en el ámbito laboral. De acuerdo con el Alto Tribunal, esta
protección tiene por propósito asegurar la permanencia o continuidad de la relación laboral
de las trabajadoras embarazadas o lactantes, con el fin último de impedir que el vínculo
laboral termine debido a estas, lo cual constituiría una motivación discriminatoria[3].

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2024/t-149-24
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2024/t-149-24
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2023/t-141-23.htm
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2023/t-141-23.htm
https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?dt=S&i=167899
https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?dt=S&i=167899
https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=178860
https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=178860
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2025/t-169-25.htm
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2025/t-169-25.htm
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2025/c-071-25.htm
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2025/c-071-25.htm


En este sentido, la Corte Constitucional ha precisado que el mecanismo de protección del
derecho fundamental a la estabilidad laboral reforzada es el “fuero de maternidad”, el cual
está compuesto, principalmente, por tres garantías: “(i) la prohibición general de despido por
motivos de embarazo y lactancia; (ii) la prohibición específica de despido durante la licencia de
maternidad preparto y postparto; y (iii) la presunción de despido discriminatorio”[4].

Precisado lo anterior, es relevante exponer algunos casos concretos en los cuales la Corte
Constitucional ha protegido a las mujeres gestantes o lactantes en aplicación de este
principio, y en los que ha tenido en cuenta distintos criterios del enfoque de género para
llegar a sus conclusiones en cada caso objeto de estudio.

En primer lugar, en la sentencia T-141 del 05 de mayo de 2023, la Corte analizó un caso en
el que la accionante presentó acción de tutela con solicitud de medida provisional por la
vulneración de los derechos fundamentales a la estabilidad laboral reforzada, seguridad
social, mínimo vital y a la vida digna, dado que el empleador decidió terminar su contrato de
trabajo a término fijo, a pesar de conocer el estado de embarazo en el que la accionante se
encontraba. 

A partir de los hechos del caso, la Corte consideró pertinente acudir a la línea
jurisprudencial consolidada sobre la protección laboral reforzada, con el fin de identificar los
supuestos que la configuran. En consecuencia, reiteró que la protección se activa cuando
concurren las siguientes condiciones: (i) que exista un vínculo laboral; (ii) que la persona se
encuentre en estado de embarazo o dentro de los tres (3) meses siguientes al parto; y (iii)
que el embarazo sea conocido por el empleador[5].

Así las cosas, a partir de la revisión de los anteriores criterios en el caso concreto, la Corte
consideró que se demostraron los elementos que derivan en una protección laboral
reforzada en cabeza de la accionante y que la empresa incurrió en un despido injustificado. 

Para llegar a la anterior conclusión, la Corte determinó que la accionante se encontraba
vinculada mediante un contrato de trabajo a término fijo, que en vigencia del contrato
quedó embarazada, y que el empleador tenía conocimiento de ello. Por lo tanto, la
accionante contaba con fuero de maternidad en el momento en el que la terminación del
contrato de trabajo tuvo lugar y, en consecuencia, se debe otorgar una protección integral y
definitiva que consiste en (i) el reintegro, (ii) el pago de la licencia de maternidad, (iii) el
pago de los salarios y prestaciones dejadas de percibir y (iv) el pago de la indemnización.

Destacamos que la Corte analizó el caso con enfoque de género, a partir del cual: (i) se puso
en evidencia la existencia de una barrera que impide el goce efectivo del derecho
fundamental al trabajo y a la estabilidad reforzada que requiere de una protección judicial
especial; y (ii) se adoptó la decisión reconociendo el sustento previsto en instrumentos
internacionales que hacen parte del Bloque de Constitucionalidad como la CEDAW y la
Convención de Belém do Pará.
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En segundo lugar, la Sala Plena de la Corte Constitucional estudió una demanda de
inconstitucionalidad frente a la expresión “y no tenga un empleo formal” contenida en el
artículo 1° numeral 5 de la Ley 2141 de 2021, la cual condicionaba el fuero de paternidad a
que la mujer gestante carecía de un empleo formal, esto es, dependiera de un hombre
(Sentencia C-517 de fecha 05 de diciembre de 2024).

Para decidir la constitucionalidad de la disposición mencionada, la Corte destacó que el
fuero es concebido como una herramienta que protege a las personas de retiros
discriminatorios por el hecho de haber decidido tener hijos, conformar una familia y/o
adquirir compromisos familiares. En este sentido, también recordó que esta protección ha
sido ampliada progresivamente, incluyendo las licencias a los hombres, lo que ha permitido
sobreponerse a la división sexual en el ámbito laboral y ha fermentado que aquellos
también se involucren en la crianza de sus hijos.

En tal sentido, la Corte reconoce que el fuero de paternidad se sostiene en la finalidad que
persigue: que los hombres asuman en igualdad las responsabilidades familiares junto con
las mujeres respecto de la crianza de los hijos, lo cual trasciende el planteamiento de que el
fuero en favor de los hombres esté afincado en su deber de responder económicamente por
la mujer, lo cual es una concepción paternalista y patriarcal.

Con base en lo anterior, la Corte llegó a la conclusión de que la expresión demandada en
efecto es inconstitucional, puesto que introduce un trato discriminatorio a los trabajadores
que comparten la gestación y la crianza con mujeres que gozan de un trabajo formal,
respecto de aquellos que no lo hacen.

Lo anterior es un gran ejemplo del análisis judicial con enfoque de género en la medida en
que se sitúa en el centro de la discusión en la desigualdad y el trato discriminatorio que se
ha presentado entre hombres y mujeres frente a la crianza de los hijos y los compromisos
familiares, reconociendo que el fuero de paternidad es precisamente una de esas figuras que
permite que ellos asuman en igualdad de condiciones la crianza de los hijos.

En tercer lugar, en la sentencia T-169 de 12 de mayo de 2025 la Corte estudió dos acciones
de tutela en las que las accionantes solicitaron el amparo a la estabilidad laboral reforzada,
mínimo vital y trabajo con ocasión de una terminación anticipada del contrato individual de
trabajo efectuada durante el período de lactancia, cuya protección fue ampliada por la Ley
2306 de 2023.

Para resolver el caso, en esta oportunidad, la Corte reiteró que la protección a la lactancia
materna constituye una garantía fundamental “que busca salvaguardar la dignidad, igualdad y
libertad tanto de la madre como del niño”[6] y, en concordancia con ello, estableció que en el
ámbito laboral la madre trabajadora tiene derecho a amamantar a su hijo.

Asimismo, la Corte abordó el estudio del artículo 239.2 del CST, el cual, a partir de una
interpretación literal, parece restringir la presunción legal del despido discriminatorio que          
.
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se desprende del artículo 241.1 del CST, que sanciona con nulidad el despido de una mujer
que esté lactando, limitando esta protección a los dos (2) años siguientes al nacimiento del
bebé. Lo anterior, en virtud del derecho a la estabilidad laboral reforzada.

Por tanto, la Corte se alejó de esa interpretación literal y acogió un criterio de interpretación
conforme a la Constitución Política, pues encontró que resulta irrazonable proteger los
derechos de las madres únicamente durante las dieciocho (18) semanas posteriores al parto
(licencia de maternidad), y por el contrario estimó que la presunción de despido
discriminatorio debe aplicar durante el período de lactancia, esto es, los seis (6) primeros
meses del bebé, sumado hasta dos (2) años posteriores para las madres que realicen una
lactancia continua.

De acuerdo con lo anterior, resulta evidente que la Corte en este caso también analizó el
caso con perspectiva de género al estudiar la protección de la lactancia materna en el
entorno laboral con el propósito de eliminar cualquier tipo de discriminación en contra de la
mujer, reconociendo su especial protección y garantizando su derecho al trabajo en
condiciones de igualdad.

Los casos expuestos en precedencia constituyen ejemplos representativos del estudio
judicial con enfoque o perspectiva de género, a partir de una interpretación progresiva e
integradora de la estabilidad laboral reforzada y la corresponsabilidad en materia de familia,
haciéndole frente a la discriminación estructural.  

En los fallos expuestos, las decisiones de la Corte implicaron un análisis juicioso de las
interacciones, estructuras y procesos socioculturales, institucionales y normativos que
perpetúan las desventajas históricas de las mujeres frente a los hombres, y que limitan el
ejercicio pleno de sus derechos. Desde esta perspectiva, la Corte Constitucional no solo ha
reafirmado la estabilidad laboral reforzada de la mujer gestante y lactante como una
manifestación del derecho a la igualdad sustantiva, sino que amplió su alcance temporal y
material, garantizando una protección efectiva frente a despidos discriminatorios y
reconociendo la corresponsabilidad de los hombres en la crianza a través del
fortalecimiento del fuero de paternidad.

11
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Acoso laboral y sexual en
Colombia: Análisis
jurisprudencial y garantías de
protección con enfoque de
género

Corte Constitucional. Sentencia T-239 de 2018. M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado
Corte Constitucional. Sentencia T-317 de 2020. M.P. Cristina Pardo Schlesinger
Corte Constitucional. Sentencia T-140 de 2021. M.P. Cristina Pardo Schlesinger
Corte Constitucional. Sentencia T-141 de 2024. M.P: Natalia Ángel Cabo
Corte Constitucional. Sentencia T-104 de 2025. M.P.: Diana Fajardo Rivera
Corte Suprema de Justicia. Sentencia SL2358 del 14 de agosto de 2024. Rad. 93.376.
M.P. Marjorie Zúñiga Romero.

-María Camila Cervera con la colaboración de la firma
Chapman Wilches

Palabras clave: Acoso, discriminación, autonomía universitaria, despido con y sin justa causa,
flexibilización de la valoración de las pruebas. 

En Colombia constituye un imperativo para todo el Estado Social de Derecho, la garantía del
derecho de las mujeres a vivir una vida libre de violencias en todos los ámbitos de la vida,
entre ellos, el laboral. 

Desde esta perspectiva, la Corte Constitucional apoyada en los distintos instrumentos
internacionales y nacionales ha considerado que, la violencia en el contexto laboral en razón
del género constituye una grave manifestación de discriminación y violación de derechos
humanos. En particular, en el plano internacional –a través de los Convenios 111 (ratificado
por Colombia a través de la Ley 22 de 1967) y 190 de la OIT (aún no ha sido ratificado, pero
es un derrotero hermeneútico), la Convención de Belém do Pará y las Recomendaciones
Generales No. 19, 28 y 35 del Comité de la CEDAW– y en el nacional, a través de la
Constitución Política y las Leyes 1010 de 2006 y 2365 de 2024[7]. 

Lo anterior, en el entendido que tal como lo sostiene la Corte Constitucional no sólo impacta
una amplia gama de derechos, sino que también tiene impacto en la integridad y dignidad de
la persona trabajadora, en la productividad, la reputación de las empresas. Incluso tiene un
alto impacto en la participación de las mujeres en el marco laboral, pues puede impedir su
incorporación en sectores tradicionalmente dominados por hombres, con lo cual se
profundizan las brechas en la materia[8]. 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/t-239-18.htm
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/t-317-20.htm
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2021/t-140-21.htm
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2024/t-141-24.htm
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2025/t-104-25.htm
https://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/relatorias/la/bsep2024/SL2358-2024.pdf
https://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/relatorias/la/bsep2024/SL2358-2024.pdf


Bajo este panorama, el Estado está en la obligación de actuar diligentemente en la
prevención, investigación y sanción de todos los actos de violencia contra las mujeres, sin
importar la naturaleza pública o privada del sujeto que incurra en tales prácticas. Además,
en escenarios laborales, hay un deber de corresponsabilidad que determina que no sólo el
Estado sino todo empleador, está llamado a satisfacer este deber, a través de medidas de
sensibilización, prevención, protección y atención[9]. 

Atendiendo a lo anterior, a continuación, se presentan algunos pronunciamientos judiciales
relevantes en los que la Corte Constitucional y la Corte Suprema de Justicia han abordado
casos en los que se discutieron eventos de violencia –acoso y discriminación– en razón del
género en el contexto laboral. 

En primer lugar, analizaremos la sentencia SL23358 proferida por la Corte Suprema de
Justicia el pasado 14 de agosto de 2024. En esta oportunidad, el Alto Tribunal estudió en
sede de casación, la demanda instaurada por un trabajador calificado con una pérdida de
capacidad laboral del 22,20%, y que fue despedido con justa causa por parte de su
empleador, porque se encontró probada una situación de acoso laboral denunciada por una
compañera de trabajo.

La Corte Suprema de Justicia, al realizar el análisis puntual de la justa causa, descartó
cualquier tratamiento discriminatorio en razón de la discapacidad del demandante, pues se
demostró que la terminación obedeció a conductas que atentaron contra el pudor y respeto
de la trabajadora afectada en el marco de conversaciones que debían ser netamente
profesionales. 

En ese orden, la Corte consideró que la protección reforzada de una persona con
discapacidad no podía convertirse en un mecanismo para neutralizar la sanción de
conductas graves de acoso sexual, como las evidenciadas y que constituyen una
manifestación grave de discriminación por motivos de sexo y una violación a los derechos
humanos de la mujer víctima. 

Asimismo, es pertinente resaltar que la Sala con fundamento en decisiones anteriores y en
aplicación de las disposiciones mencionadas al inicio de este artículo, estableció que las
conductas que dieron lugar a la terminación del contrato individual de trabajo no
correspondían a una “exageración” o “desproporción”, pues de hacerlo así, aquello implicaría
normalizar comportamientos y prácticas violentas contra la integridad y dignidad de las
personas del mundo del trabajo, disímiles a los estándares internacionales que propugnan
por la eliminación total de la violencia y el acoso. 

Por lo anterior, la Corte Suprema de Justicia decidió no casar la sentencia proferida por la
Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Medellín. 

En segundo lugar, estudiaremos la sentencia T-239 de 2018 proferida por la Corte
Constitucional. En esta oportunidad, el Alto Tribunal en sede de revisión estudió una tutela
presentada por una docente de una universidad que fue despedida sin justa causa poco         
. 
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después de visibilizar y denunciar situaciones de acoso laboral y sexual que vivían distintas
mujeres dentro de la Institución. 

En esta oportunidad, la Corte Constitucional concluyó que la desvinculación constituyó una
represalia y por ende un acto discriminatorio. Por esto, amparó los derechos fundamentales
de la víctima directa. 

Uno de los aportes centrales de este fallo, fue la flexibilización del análisis probatorio en
contextos de discriminación, pues reconoció que en estas situaciones rara vez se cuenta con
pruebas directas que lleven al operador judicial a conclusiones similares como a las que en
esta oportunidad se arribaron. Bajo esta perspectiva, el Alto Tribunal en esta oportunidad
valoró los indicios y tuvo en cuenta el contexto en el que ocurrieron los hechos que dieron
lugar a la acción de tutela, por ejemplo, la proximidad temporal de las denuncias y el
despido, así como el hecho de que la docente fuera vocera de varias víctimas, la ausencia de
razones objetivas de bajo desempeño y la decisión atípica de finalizar un contrato recién
prorrogado. 

A partir de la concurrencia de estos elementos, la Corte infirió razonablemente que la
desvinculación obedeció a un móvil discriminatorio y obedeció al propósito de silenciar un
discurso de defensa de los derechos de las mujeres, lo que constituyó una vulneración de los
derechos fundamentales a la igualdad, la no discriminación, la libertad de expresión y el
trabajo. 

En ese orden de ideas, la Corte Constitucional en un precedente clave, reconoció los límites
de la autonomía universitaria, subrayando que la facultad de terminación contractual no
puede ejercerse de forma abusiva, cuando ello implique la vulneración de derechos
fundamentales. 

Por último, es pertinente traer a colación, la sentencia T-104 de 2025 de la Corte
Constitucional en la que conoció en sede de revisión, una tutela instaurada por una
trabajadora que renunció a su trabajo tras sufrir presiones y conductas de acoso sexual por
parte de su jefe inmediato, las cuales fueron puestas en conocimiento ante la empresa, pero
esta última se negó a investigarlas, argumentando que ya no existía vínculo laboral.

En esta oportunidad, el Alto Tribunal ordenó amparar los derechos fundamentales de la
accionante; y como reflejo de la aplicación de un enfoque de género, ordenó el reintegro de
la trabajadora, el pago de salarios y prestaciones, así como medidas de reparación integral:
atención psicológica y jurídica, la creación de un protocolo institucional para prevenir el
acoso y la adopción de medidas de no repetición. Además, exhortó al Ministerio de Trabajo a
fortalecer los mecanismos de prevención en el ámbito laboral.

Para llegar a dicha conclusión, la Corte en primer lugar, analizó el derecho al trabajo con
enfoque diferencial y reconoció la discriminación interseccional y la ausencia de un enfoque
de género a lo largo de todo el ciclo de vida de las mujeres, en tanto desencadena en                
.
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desventajas acumulativas que dificultan la consecución de la no discriminación y del
principio de igualdad en el trabajo.

Así las cosas, en el caso concreto,  atendiendo a un enfoque de género, conforme al marco
normativo enunciado al inicio de este artículo y bajo la premisa que las mujeres tienen
derecho a vivir una vida libre de violencias en todos los ámbitos, incluyendo el laboral, la
Sala determinó que la compañía accionada vulneró su deber de debida diligencia y
corresponsabilidad al omitir investigar los hechos de acoso sexual denunciados, que además
en palabras de la Corte constituye una forma de violencia contra la mujer, aclarando que el
fin del vínculo laboral no exonera al empleador de garantizar los derechos de las
trabajadoras a una vida libre de violencias, a la igualdad y a los derechos sexuales y
reproductivos. 

Además, estableció que la renuncia presentada por la trabajadora no fue libre ni voluntaria,
sino un despido inducido y discriminatorio en razón de género, por lo que ordenó su
ineficacia, al ser contraria a la Constitución Política, y dispuso el reintegro, junto con el pago
de salarios y prestaciones, entre otras órdenes que ya fueron mencionadas anteriormente. 

El estudio de la jurisprudencia de las Altas Cortes aquí citadas evidencia una línea
interpretativa clara: el acoso laboral y sexual es una forma de discriminación y violencia
proscrita por el ordenamiento jurídico, que debe ser abordada por los operadores judiciales
–con independencia de si se trata de la especialidad laboral o constitucional–, atendiendo
al enfoque y/o perspectiva de género. 

En ese sentido, los fallos estudiados aportan los siguientes elementos claves: i) el fuero de
discapacidad no puede encubrir faltas graves de acoso sexual; ii) es importante superar por
parte de los operadores judiciales la visión formalista con la que se analizan las pruebas. En
contextos de discriminación y acoso, los jueces deben flexibilizar la valoración de las
pruebas, reconociendo las verdaderas asimetrías de las relaciones de poder y la dificultad de
obtener pruebas directas en casos de violencias de género, que se presenten inclusos en
entornos laborales; iii) la relevancia de la debida diligencia, incluso más allá del fin de la
relación laboral; y iv) la importancia de adoptar medidas por parte de los jueces, que tengan
la capacidad de transformar prácticas institucionales que permitan garantizar entornos
laborales seguros y libres de violencias.  

En conjunto, las decisiones aquí estudiadas refuerzan la obligación del Estado y de los
empleadores de garantizar entornos de trabajo seguros, libres de violencias y de
discriminación y, por el contrario, avanzan hacia una verdadera igualdad material entre
mujeres y hombres. 
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Madres cabeza de familia:
evolución del enfoque de
género en la jurisprudencia
constitucional colombiana

Corte Constitucional. Sentencia C-1039 del 5 de noviembre de 2003. M.P.: Alfredo
Beltrán Sierra.
Corte Constitucional. Sentencia SU-388 del 13 de abril de 2005. M.P.: Clara Inés Vargas
Hernández.
Corte Constitucional. Sentencia T-773 del 26 de julio de 2005. M.P.: Rodrigo Escobar Gil.
Corte Constitucional. Sentencia T-084 del 5 de marzo de 2018. M.P.: Gloria Stella Ortiz
Delgado
Corte Constitucional. Sentencia T-266 del 9 de julio de 2024. M.P.: Cristina Pardo
Schlesinger.

-María Camila Cervera con la colaboración de la firma BBGS
Abogados Colombia

Palabras clave: Estabilidad laboral reforzada, madres cabeza de familia, perspectiva de
género. 

Como se ha mencionado a lo largo de este boletín, la Constitución Política de 1991 (artículos
13, 42 y 43), consagra el compromiso del Estado colombiano de garantizar la igualdad real
efectiva entre hombres y mujeres.

Según el DANE para el año 2024, el 46,5% de los hogares colombianos reconocen como “jefa
a una mujer”; y más del 60%, son cabezas de hogar que no tienen pareja o cónyuge. Esta
realidad se ha asociado con la “feminización de la pobreza debido a la vulnerabilidad económica
que presenta este tipo de hogar”[10].

Frente a este panorama, la Corte Constitucional en diferentes pronunciamientos ha sostenido
que la protección especial a las madres cabeza de familia no constituye un privilegio, sino
una medida necesaria para lograr la igualdad real y efectiva, en la medida en que ellas
asumen una doble carga como proveedoras y cuidadoras principales del hogar[11]. 

En esa línea, el Constituyente de 1991 buscó equilibrar las cargas al interior de la familia,
tanto en las relaciones de poder intrafamiliar como en los deberes y responsabilidades de
cada integrante, pues tal como lo reconoce la Corte Constitucional, uno de los roles que
culturalmente se le ha impuesto a la mujer ha sido la de ser “educada y formada para
desempeñar las tareas del hogar, encargarse de los hijos y velar por aquellas personas                   
. 
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dependientes, como los ancianos”[12]. Lo anterior, bajo la aplicación de acciones afirmativas,
resulta indispensable para garantizar que las mujeres cabeza de familia puedan ejercer
plenamente sus derechos. 

En ese orden de ideas, la Corte Constitucional ha sido un actor esencial en el desarrollo de
la protección a las madres cabeza de familia, pues a través de distintas decisiones, entre las
que se van a estudiar en esta oportunidad, el Alto Tribunal ha logrado transformar la
protección laboral reforzada a las mujeres madres cabeza de familia. 

En primer lugar, analizaremos la sentencia C-1039 de 2003. En esta oportunidad, la Corte
Constitucional revisó la exequibilidad del artículo 12 de la Ley 790 de 2002 que brinda
protección a “las madres cabeza de familia sin alternativa económica” durante los procesos de
renovación de la administración pública. 

El debate en esta oportunidad giró en torno a si esta protección excluía injustificadamente a
los padres que cumplían con el mismo rol. La Corte concluyó que la expresión “madres” era
exequible, pero en el entendido de que la protección se extiende también a los padres en
idéntica situación, basándose en la prevalencia de los derechos de los niños y la familia. 

Como fundamento de su decisión, la Corte partió del reconocimiento histórico de la
desigualdad hacia las mujeres en el acceso al trabajo. Bajo esta prerrogativa, aquellas han
sido titulares de medidas legislativas específicas contempladas únicamente a favor de ellas
y no del hombre. No obstante, más allá de la protección otorgada a la mujer que ejerce
como cabeza de familia, se debe entender que el legislador pretende proteger al grupo
familiar, en especial a los niños. 

También, el Alto Tribunal Constitucional consideró que “en la medida en que las mujeres han
logrado ir superando los estereotipos y prejuicios, los hombres a su vez han comenzado a
desempeñar nuevos roles, como, por ejemplo, participar activamente en las actividades y labores
que demanda la crianza de los hijos”. Por esto, consideró que, en concordancia con la
Constitución, las normas deben ir encaminadas a proteger a la familia cuya cabeza esté
radicadamente únicamente en una persona, sin consideración a que esta sea el padre o la
madre.

En otras palabras, el fenómeno de los padres cabeza de familia, si bien no comprende la
magnitud del fenómeno de las mujeres cabeza de familia, la Corte también reconoce su
existencia y el incremento de aquel con el paso del tiempo. 

En ese orden, la Corte, aunque sin enunciarlo de manera directa, aplicó el enfoque de
género pues reconoció las barreras estructurales que históricamente han limitado el acceso
laboral de las mujeres y validó la adopción de acciones afirmativas para corregir esas
desigualdades; y amplió la protección a los padres en condiciones equivalentes, se insiste,
sin desconocer la especial vulnerabilidad de las mujeres cabeza de familia, promoviendo de
esta manera una igualdad sustantiva y no meramente formal entre hombres y mujeres.  
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En segundo lugar, estudiaremos la sentencia SU-338 de 2005. En esta oportunidad, la Corte
unificó la jurisprudencia sobre la estabilidad laboral reforzada de las madres cabeza de
familia. Las accionantes, trabajadoras de TELECOM, fueron despedidas durante el proceso de
liquidación de la empresa, pese a estar amparadas por la Ley 790 de 2002. 

El Alto Tribunal Constitucional en esta oportunidad ordenó el reintegro inmediato de las
madres cabeza de familia y el reconocimiento de todos los salarios y prestaciones a que
tenían derecho desde la fecha en la que fueron desvinculadas y hasta el momento en el que
fueran efectivamente incorporadas a la nómina de la entidad. 

Para llegar a la anterior decisión, el Alto Tribunal Constitucional inició advirtiendo que la
tutela era procedente en este caso por tratarse de la posible vulneración de los derechos
fundamentales de madres cabeza de familia, cuyo derecho a la estabilidad laboral reforzada
era susceptible de protección a través de tutela. A esto se suma que históricamente las
mujeres han sido excluidas del escenario laboral, razón por la que las acciones afirmativas
diseñadas a su favor revisten un componente que va más allá de la simple presencia de un
ingreso para asegurar la manutención de su núcleo familiar, puesto que en estos casos
también se protege la idea de reconocer el trabajo como expresión de una opción personal o
profesional negada por muchos años. Por esto, es legítimo reclamar su amparo. 

Luego para estudiar el fondo del asunto, la Corte en esta oportunidad señaló que condición
de madre cabeza de familia no es una mera formalidad jurídica, sino que depende de las
circunstancias materiales que la configuran y que además para tener dicha posición es
indispensable: 

“(i) que se tenga a cargo la responsabilidad de hijos menores o de otras personas
incapacitadas para trabajar; (ii) que esa responsabilidad sea de carácter permanente; (iii)
no sólo la ausencia permanente o abandono del hogar por parte de la pareja, sino que
aquélla se sustraiga del cumplimiento de sus obligaciones como padre; (iv) o bien que la
pareja no asuma la responsabilidad que le corresponde y ello obedezca a un motivo
verdaderamente poderoso como la incapacidad física, sensorial, síquica o mental o, como
es obvio, la muerte; (v) por último, que haya una deficiencia sustancial de ayuda de los
demás miembros de la familia, lo cual significa la responsabilidad solitaria de la madre
para sostener el hogar” [13]. 

Así pues, para la Corte la mera circunstancia del desempleo y la vacancia temporal de la
pareja, por prolongada y desafortunada que pudiera llegar a resultar, no constituyen
elementos a partir de los cuales pueda predicarse que una madre tiene la responsabilidad
exclusiva del hogar en su condición de madre cabeza de familia. Esto, sumado a que el
trabajo doméstico “constituye un valioso apoyo para la familia a tal punto que debe ser tenido
en cuenta como un aporte social”[14]. 

Por otra parte, la Sala advirtió que las acciones afirmativas genéricas autorizadas para las
mujeres en el artículo 13 Constitucional se diferencian de la “especial protección” que            
.
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el Estado debe brindar a las madres cabeza de familia (artículo 43 Constitucional), pues
estas últimas plantean un vínculo de conexidad directa con la protección de los hijos
menores de edad o discapacitados, donde es razonable suponer que la ayuda ofrecida
redundará en beneficio de toda la familia y no de uno de sus miembros en particular. 

De acuerdo con lo anterior, es notable que la Corte asumió una mirada estructural sobre las
desigualdades estructurales de género, que requieren de acciones afirmativas a las
especiales circunstancias históricas en las que las mujeres han tenido que asumir ciertas
funciones en la familia y que tengan que soportar incluso dobles jornadas laborales, una
durante el día como cualquier otro trabajador, y otra en la noche, en sus ratos libres,
desempeñando las labores propias de la vida doméstica. 

Este razonamiento demuestra que la Corte entiende el enfoque de género como una
obligación constitucional activa, que exige no solo abstenerse de discriminar, sino intervenir
positivamente para nivelar las condiciones materiales de las mujeres en el mercado laboral,
lo cual contribuye a reparar simbólicamente la exclusión histórica de las mujeres del
espacio productivo y público. 

En tercer lugar, es pertinente traer a colación la sentencia T-773 de 2005 en la que la Corte
analizó la terminación sin justa causa del contrato laboral de una trabajadora de
CAPRECOM, madre cabeza de familia que fue desvinculada pese a la estabilidad laboral
reforzada que ella contaba. 

En esta oportunidad, la Corte determinó que la entidad vulneró sus derechos fundamentales,
al mínimo vital y a la estabilidad laboral reforzada. 

Para resolver el problema jurídico planteado en esta oportunidad, la Corte consideró que los
criterios para acreditar la condición de madres cabeza de familia se encuentran acreditados.
Por lo tanto, consideró que la accionante era titular de la garantía constitucional de
estabilidad laboral reforzada. 

Por otro lado, la Corte sostuvo que los procesos de reestructuración estatal no pueden
profundizar la desigualdad ni desconocer la protección especial de las madres cabeza de
familia. Aplicó un análisis material y diferenciado de la realidad laboral de las mujeres,
exigiendo que el Estado actúe con diligencia y proporcionalidad frente a las trabajadoras en
situación de vulnerabilidad. 

En ese orden, el Alto Tribunal concluyó que la indemnización por terminación del contrato
individual de trabajo sin justa causa de la accionante no era compatible con la especial
protección que la Constitución reconoce a las madres cabeza de familia, pues la protección
no solo busca su estabilidad económica, sino la permanente participación de las mujeres en
el sector público. 
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Además de lo anterior, consideró que la parte accionada no adelantó las medidas suficientes
para garantizar la estabilidad laboral reforzada de la accionante, sino que hizo uso de unas
facultades legales de terminación del contrato de trabajo. 

Lo hasta aquí descrito, evidencia que la Corte Constitucional aún sin hacer uso de la
expresión “enfoque de género”, si tenía en cuenta las desigualdades históricas de las mujeres,
al exigir que las políticas de reestructuración estatal no profundicen la desigualdad laboral y
al reafirmar que las madres cabeza de hogar son titulares de una protección reforzada frente
a decisiones administrativas que afectan su estabilidad. 

En cuarto lugar, es pertinente traer a colación la sentencia T-084 de 2018 en la que la Corte
Constitucional estudió el caso de una trabajadora del municipio de Ipiales, desvinculada tras
la supresión de su cargo, pese a su condición de madre cabeza de familia y al
reconocimiento previo de su derecho a la estabilidad laboral reforzada. 

En este caso, la Corte reconoció que la accionante tenía derecho al reintegro y reafirmó que
la estabilidad laboral reforzada tiene origen supralegal, aplicable a todas las entidades del
Estado, sin importar si se trata de entidades del nivel nacional o territorial. 

Para llegar a dicha conclusión, la Corte destacó que la condición de madre cabeza de familia
debe evaluarse según las circunstancias materiales y reales, no formales. Reafirmó que la
protección tiene un carácter estructural, orientado a corregir las brechas de género en el
empleo público.

En ese orden, reconoció que el municipio de Ipiales debía aplicar medidas para garantizar la
estabilidad laboral reforzada de las personas cabeza de familia en el proceso de “reten
social[15]”, pues insistió en que los procesos de reestructuración administrativa no pueden
desconocer sus derechos, dado que se encuentran en una situación de mayor vulnerabilidad
que dificulta su inserción en el mercado laboral una vez que son desvinculadas del empleo. 

Así, insistió en que la protección de las madres cabeza de familia en el marco de procesos
de reestructuración es un “mandato constitucional y por tanto no puede limitarse su aplicación
a las precisas circunstancias de la Ley 790 de 2002”[16]. En ese orden de ideas, la Corte
reconoció que la protección a la mujer por su especial condición de madre cabeza de familia
es de origen supralegal. Por lo tanto, la estabilidad laboral derivada del retén social no se
restringe a la modificación de la estructura de la administración en el orden nacional o en el
nivel central de la Rama Ejecutiva. 

De esta manera, la Corte también, aunque no hizo uso de la expresión enfoque de género, sí
reconoció la necesidad de acciones afirmativas permanentes que garanticen la estabilidad y
la autonomía económica de las mujeres jefas de hogar. En consecuencia, consolida una
visión empírica y descentralizada de la justicia con enfoque de género.
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Por último, es pertinente traer a colación la sentencia T-266 de 2024. En esta oportunidad,
la Corte Constitucional estudió el caso de una trabajadora de una Empresa Social del Estado
(ESE) a quien no se le renovó su contrato de prestación de servicios, pese a ser madre
cabeza de familia y haber denunciado el acoso laboral y sexual que vivió en dicho
establecimiento en el año 2021. 

En esta oportunidad, la Corte ordenó su reintegro y el pago de los salarios dejados de
percibir, al encontrar acreditada una relación laboral encubierta y una situación de
discriminación estructural. 

Para llegar a la anterior conclusión, el Alto Tribunal Constitucional analizó dos dimensiones:
1) el rol de la accionante como cuidadora única de su hijo; y 2) el deber de la entidad de
garantizar un entorno laboral libre de violencia y discriminación. 

Frente a lo primero, la Corte encontró que la accionante era una madre cabeza de familia
pues estaban acreditados los supuestos que la jurisprudencia ha establecido para ello y que
contaba con una relación laboral encubierta, la cual se finalizó sin tener en cuenta su
condición y que se produjo en un contexto de discriminación, razón por la que era
procedente su reintegro. Esto sumado a que la accionante había demostrado que dicho
empleo constituía su fuente de ingreso. 

Frente a lo segundo, el Alto Tribunal Constitucional aplicó la “perspectiva de género” y reiteró
que las mujeres gozan de una protección constitucional reforzada, razón por la que las
autoridades deben sancionar y eliminar toda discriminación en contra de ellas. Además, los
empleadores deben aplicar la herramienta mencionada, especialmente ante las denuncias
por violencia y/o discriminación contra las mujeres. Esto, porque les permite encontrar
formas integrales de protección para las víctimas, reconocer preconcepciones o
generalizaciones con efectos discriminatorios, detectar asimetrías de poder y encontrar el
carácter sistémico de violencias contra la mujer. 

Así las cosas, y en aplicación de la hermenéutica antes mencionada, la Sala encontró en
aquella oportunidad, una actitud indiferente y neutral de la accionada porque se abstuvo de
asesorar a la accionante frente a las rutas de atención con las que contaba, generando con
ello una violación a sus derechos pues la “ESE incumplió con sus deberes de prevenir,
investigar y sancionar la violencia de la que, al parecer, fue víctima la accionante, privándola de
contar con una ruta de atención y de acompañamiento claro, célere, confiable, con enfoque
diferencial y de género e impidiéndole gozar de una ambiente laboral digno, sin
revictimizaciones” [17]. 

Para la Corte, esta actitud de la ESE refuerza la discriminación de las mujeres, porque le
resta importancia a sus quejas y normaliza la violencia en contra de ellas. Además, de no
respetar “las obligaciones internacionales que ha adquirido el Estado Colombiano de promover
un entorno general de tolerancia cero frente a los actos de violencia en contra de la mujer tanto
en los espacios públicos como privados” [18].
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En ese orden, para la Corte, la perspectiva de género resulta útil porque reconoce que las
mujeres han sido víctimas de discriminación y acoso en el ámbito laboral, por lo que se
insiste en que, en su sentir, tanto empleadores públicos como privados deben emplearla. 

Bajo esta perspectiva, es claro que la Corte Constitucional va un paso más allá con esta
decisión, pues transforma la perspectiva de género en una herramienta obligatoria, no solo
para los jueces de la República, sino para los empleadores públicos y privados que también
deben tener en cuenta este criterio hermeneútico para tramitar los casos o denuncias que
involucren un caso de discriminación. 

Dicho todo lo anterior, es pertinente señalar que las cinco sentencias aquí mencionadas
marcan una línea ascendente de la jurisprudencia constitucional hacia la protección de las
madres cabeza de familia en los entornos laborales, dando una clara aplicación del enfoque
o perspectiva de género. 

Así, en el 2003 empieza la Corte a reconocer las desigualdades estructurales de las mujeres
y amplía su protección a todos los cuidadores. En el 2005, se consolida lo que se llama el
“reten social” y la estabilidad laboral reforzada. En el año 2018, se traslada el enfoque de
género hacia el escenario territorial; y en el 2024, se incorpora la perspectiva de género
como deber jurídico que no solo le corresponde a los jueces, sino como una hermenéutica a
tener en cuenta en todos los escenarios, con el fin de prevenir la violencia laboral y sexual
con el derecho a la igualdad.
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Citas
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